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SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 27 de enero de 2020. 

 La Unión General de Trabajadores, en representación de José 

A. Díaz Morales, compareció ante este Tribunal de Apelaciones en 

aras de que revisemos y revoquemos la Sentencia que el Tribunal de 

Primera Instancia (TPI), Sala de San Juan, emitió el 15 de febrero de 

2019.  Mediante la decisión recurrida, el foro a quo desestimó la 

causa de acción de epígrafe, toda vez que carecía de jurisdicción al 

no haberse cumplido con el requisito de notificación oportuna a las 

partes.   

 El Municipio Autónomo de San Juan, por su parte, se opuso 

a la expedición del auto de certiorari por entender que el término 

fijado para la notificación del recurso de revisión ante el TPI es uno 

jurisdiccional y la Unión General de Trabajadores incumplió con él.  

Con el beneficio de la postura de ambas partes, procedemos a 

disponer de los planteamientos aquí presentados.   
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I 

 El 10 de septiembre de 2015, el Municipio de San Juan 

destituyó al señor José A. Díaz Morales del puesto de paramédico-

bombero que ocupaba en la Oficina para el Manejo de Emergencias 

y Administración de Desastre y Emergencias Médicas.  Ante la 

decisión arribada por el ente, el 19 de octubre de 2015 la Unión 

General de Trabajadores, como representante exclusivo de los 

empleados unionados en dicho sindicato, presentó una Solicitud de 

Arbitraje de Quejas y Agravios ante la Oficina del Comisionado de 

Asuntos Sindicales.   

 Transcurridos varios trámites procesales, así como la vista en 

su fondo, la Oficina del Comisionado de Asuntos Sindicales emitió 

el correspondiente laudo de arbitraje.  Mediante la referida decisión, 

el Comisionado de Asuntos Sindicales declaró sin lugar la queja 

instada y confirmó la destitución del señor José A. Díaz Morales.   

 No conteste con el dictamen, el 6 de mayo de 2016 la Unión 

General de Trabajadores recurrió ante el TPI en recurso de revisión 

judicial.  En consideración a su proceder, el Municipio de San Juan, 

además de expresarse sobre los méritos de la causa, sostuvo que el 

foro carecía de jurisdicción para intervenir.  Sobre este último 

planteamiento arguyó que el recurso no se había perfeccionado 

dentro del término jurisdiccional de 30 días, pues la Unión General 

de Trabajadores le había notificado su escrito el 9 de mayo de 2016.  

Luego de varias oposiciones y réplicas, el TPI emitió sentencia en la 

que desestimó con perjuicio el recurso de revisión instado. 

 Inconforme la Unión General de Trabajadores con el desenlace 

del caso, compareció en alzada ante nosotros y en su recurso de 

certiorari planteó la comisión de los siguientes errores: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al desestimar 
el recurso de revisión judicial presentado por falta de 
jurisdicción. 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al aplicar las 
“Reglas para el Procedimiento de Revisión de Decisiones 
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Administrativas ante el Tribunal Superior” a un recurso 
de revisión de un dictamen de la Oficina del Comisionado 
de Asuntos Sindicales; organismo creado mediante 
ordenanza municipal exento de la aplicación de la “Ley 
de Procedimiento Administrativo Uniforme”.   

 
II 

 Como se sabe, en Puerto Rico existe una vigorosa política 

pública a favor del arbitraje obrero-patronal al considerarse el medio 

más apropiado para la resolución de las controversias que emanan 

de relaciones laborales y ser el menos técnico y oneroso, así como el 

más rápido y flexible.  C.F.S.E. v. Unión de Médicos, 170 DPR 443, 

448-449 (2007); Martínez Rodríguez v. A.E.E., 133 DPR 986, 995 

(1993); Pérez v. Autoridad de Fuentes Fluviales, 87 DPR 118, 127 

(1963).  Es ante la importancia que representa este método alterno 

de adjudicación, que existe una marcada deferencia hacia los laudos 

allí emitidos, pues los foros judiciales se deberán abstener de 

entender en una controversia donde las partes acordaron someterla 

al proceso alterno del arbitraje.  J.R.T. v. Corp. Crédito Agrícola, 124 

DPR 846, 849 (1989).  Ahora bien, cabe aclarar que esa doctrina de 

autolimitación judicial en materia de arbitraje no implica que 

nuestra intervención esté vedada, pues se podrá impugnar 

exitosamente un laudo en caso de: (1) fraude, (2) conducta impropia, 

(3) falta de debido procedimiento en la celebración de la vista ante 

el árbitro, (4) violación de la política pública, (5) falta de jurisdicción, 

o (6) el hecho de que el laudo no resuelva todas las cuestiones que 

se sometieron al proceso de arbitraje.  J. R. T. v. N.Y. & P.R. S/S Co., 

69 DPR 782 (1949), reiterado hasta el presente en C.F.S.E. v. Unión 

de Médicos, supra, a la pág. 449.  Por lo tanto, ausentes estas 

consideraciones, prevalecerá la autolimitación judicial.   

Por otro lado, es importante consignar que en aquellos casos 

donde las partes pacten que el laudo de arbitraje sea conforme a 



 
 

 
KLCE201900386 

 

4 

derecho1, los tribunales estaremos autorizados a corregir errores 

jurídicos en atención a la norma de derecho aplicable.  En tal 

supuesto, la revisión judicial de los laudos es análoga a la revisión 

judicial de las decisiones administrativas.  C.F.S.E. v. Unión de 

Médicos, supra, a la pág. 449. 

 Atinente a las reglas procesales a seguirse en este tipo de 

casos, hemos de precisar que desde el año 1985 nuestro Tribunal 

Supremo estableció que los procesos de revisión judicial de los 

laudos emitidos en casos obrero-patronales se regirán por las Reglas 

Aplicables a los Recursos para la Revisión de las Decisiones 

Administrativas ante el Tribunal Superior2.  U.I.L. de Ponce v. Dest. 

Serrallés, Inc., 116 DPR 348 (1985).  Del mismo modo, resolvió que 

estos recursos deberán presentarse y perfeccionarse dentro de un 

término jurisdiccional de 30 días.  Íd., U.G.T. v. Challenger 

Caribbean Corp. 126 DPR 22 (1990).   

 Por su parte, la Regla 2 de ese compilado de normas señala 

que sus disposiciones serán aplicables a todos los recursos instados 

para que el Tribunal de Primera Instancia revise órdenes, 

resoluciones y providencias dictadas por agencias o funcionarios 

administrativos en su función adjudicativa o legislativa.  4 LPRA Ap. 

VIII-B, R. 2.  También dispone que el recurso será presentado ante 

la Secretaría del TPI en el término jurisdiccional establecido3 y 

respecto a la notificación fija lo siguiente: 

(a) … 
 
(b) El recurrente notificará, personalmente o por correo 
certificado con acuse de recibo, las copias así numeradas 
dentro del plazo requerido por la sec. 2172 del Título 3.  
Una vez hecho esto, el recurrente le certificará al tribunal, 
no más tarde del siguiente día laborable, el haber hecho 
la notificación indicando el nombre y la dirección de las 

 
1 Cuando un convenio colectivo dispone que los asuntos sometidos a arbitraje se 
resuelvan conforme a Derecho, el árbitro no puede ignorar las normas de Derecho 

sustantivo en el campo del derecho laboral y debe resolver las controversias de 
acuerdo con las doctrinas legales prevalecientes.  C.F.S.E. v. Unión de Médicos, 
supra, a la pág. 449. 
2 4 LPRA Ap. VIII-B, R. 1 et seq.  
3 4 LPRA Ap. VIII-B, R. 4. 



 
 

 
KLCE201900386 

 

5 

personas notificadas, y la fecha y la forma en que las 
notificaciones fueron hechas.  Regla 7 de las Reglas 

Aplicables a los Recursos para la Revisión de las 
Decisiones Administrativas ante el Tribunal Superior, 

32 LPRA Ap. VIII-B, R. 7.   
 

 Al examinar la sección 2172 del Título 3, hoy secc. 9672 

conforme fue compilada la nueva Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme4, advertimos que el término que se impuso 

para la notificación del recurso a las partes fue el de 30 días a partir 

del archivo en autos de la copia de la notificación de la decisión.  Por 

lo tanto, podemos razonablemente inferir que la notificación debe 

realizarse en el mismo término jurisdiccional de 30 días que tiene la 

parte afectada para presentar el recurso de revisión judicial ante el 

TPI.   

III 

 Como bien indicamos al inicio, la Unión General de 

Trabajadores arguyó en el presente recurso que el TPI había errado 

al desestimar por falta de jurisdicción el recurso de revisión judicial 

de laudo de arbitraje.  No le asiste la razón.    

 Surge de los hechos que el Comisionado de Asuntos 

Sindicales emitió y notificó laudo de arbitraje el 6 de abril de 2016.  

Por lo tanto, conforme a la norma antes citada, la parte afectada, en 

este caso la Unión General de Trabajadores, tenía derecho a recurrir 

ante el TPI en recurso de revisión judicial.  Claro está, ello al amparo 

 
4 En la presente sentencia se hará alusión a la derogada Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme, por ser la que estaba vigente al 

momento de los procesos de la causa de acción de epígrafe.  En lo aquí 

pertinente, la precitada sección rezaba como sigue: 

Una parte adversamente afectada por una orden o resolución final de 
una agencia y que haya agotado todos los remedios provistos por la 
agencia o por el organismo administrativo apelativo correspondiente 
podrá presentar una solicitud de revisión ante el Tribunal de Circuito de 
Apelaciones con competencia dentro de un término de treinta (30) días 
contados a partir de la fecha del archivo en autos de la copia de la 
notificación de la orden o resolución final de la agencia o a partir de la 
fecha aplicable de las dispuestas en la sec. 2165 de este título, cuando 
el término para solicitar la revisión judicial haya sido interrumpido 
mediante la presentación oportuna de una moción de reconsideración. 

La parte notificará la presentación de la solicitud de revisión a la agencia 
y a todas las partes dentro del término para solicitar dicha revisión. La 
notificación podrá hacerse por correo. 

              .              .              .              .              .              .             . 
Sec. 4.2 de la Ley Núm. 170 del 12 de agosto de 1988, según enmendada.   
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de las Reglas Aplicables a los Recursos para la Revisión de las 

Decisiones Administrativas ante el Tribunal Superior, supra, por ser 

las que rigen el particular.  Así lo resolvió el Tribunal Supremo en 

U.I.L. de Ponce v. Dest. Serrallés, Inc., supra.  Además, ante el hecho 

de que ni la Ordenanza Núm. 6, Serie 2013-2014 del 23 de agosto 

de 20135, como tampoco el convenio colectivo entre las partes de 

epígrafe, fijan el procedimiento a seguir para impugnar un laudo de 

arbitraje, esta Curia no puede alejarse de la jurisprudencia que 

dispone sobre este asunto.  Por lo tanto, el TPI procedió 

correctamente al aplicar las referidas Reglas.   

En vista de nuestra decisión, la Unión General de 

Trabajadores compareció oportunamente en alzada, pues presentó 

su recurso de revisión judicial el último día de los términos; esto es 

el 6 de mayo de 2016.  No obstante, la notificación del escrito no 

puede ser considerada como una oportuna y adecuada.  Veamos. 

Conforme expusimos, la aquí compareciente contaba con un 

término jurisdiccional de 30 días no solo para recurrir en alzada, 

sino también para notificar el recurso a las partes.  Por lo tanto, el 

6 de mayo de 2016 constituía el el último día de los términos para 

ambas gestiones.  Sin embargo, a pesar de lo expuesto, la 

notificación al Municipio tuvo lugar una vez vencido los 30 días 

jurisdiccionales; es decir, el 9 de mayo de 2016.   

 De lo antes expuesto, es ostencible que el recurso de revisión 

judicial instado por la Unión General de Trabajadores no se 

perfeccionó en el término jurisdiccional fijado por las Reglas 

Aplicables a los Recursos para la Revisión de las Decisiones 

Administrativas ante el Tribunal Superior y la jurisprudencia 

 
5 Mediante esta ordenanza, el Municipio de San Juan le reconoció a sus 

empleados el derecho a organizarse, estar representados y negociar 

colectivamente. 
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interpretativa.  Consecuentemente, no erró el TPI al desestimar la 

causa de epígrafe por falta de jurisdicción. 

IV 

 Por las consideraciones que preceden, confirmamos la 

sentencia recurrida.   

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


